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Nuevo texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público

La disposición final trigésima segunda de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible,
autorizaba al Gobierno para elaborar, en el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de esta
Ley, un texto refundido en el que se integraran, debidamente regularizados, aclarados y
armonizados, la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público, y las disposiciones
en materia de contratación del sector público contenidas en normas con rango de ley, incluidas las
relativas a la captación de financiación privada para la ejecución de contratos públicos.

Dicha habilitación se apoyaba en la seguridad jurídica, como puso de
manifiesto el Consejo de Estado en su dictamen de 29 de abril de 2010,
al recomendar la introducción, en el texto del anteproyecto de
modificación de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, sometido a dictamen,
de una disposición final que habilitara al gobierno para la realización de
un texto refundido, con el alcance que se estimara por conveniente.
Efectivamente, la sucesión de leyes que han modificado por diversos
motivos la Ley 30/2007 unido a la existencia de otras normas en materia
de financiación privada para la ejecución de contratos públicos incluidas
en otros textos legislativos, pero de indudable relación con los preceptos
que regulan los contratos a los que se refieren, aconsejaban la
elaboración de un texto único en el que se incluyeran debidamente
aclaradas y armonizadas, todas las disposiciones aplicables a la
contratación del sector público.

El Texto refundido procede a integrar en un texto único todas las modificaciones introducidas a la
Ley 30/2007, de 30 de octubre, a través de diversas Leyes modificatorias de la misma, dando una
nueva redacción a determinados preceptos o introduciendo nuevas disposiciones a través de 334
artículos (25 más que la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público, LCSP), 31
disposiciones adicionales, 8 transitorias y 6 finales; la última de éstas habilita al Gobierno para
desarrollar reglamentariamente la Ley, algo sin duda necesario con la vigencia aún del Reglamento
de la LCAP (RD 1098/2001, de 12 de octubre) y el Real Decreto 817/2009, de 8 de mayo de
desarrollo parcial de la LCSP.

La principal novedad frente a la LCSP quizá sea la mencionada regulación de la captación de
financiación privada para la ejecución de contratos públicos, en los artículos 253 a 265, que
sustituyen a los 253 a 260 del Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones
Públicas, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, mantenidos vigentes por
la LCSP.

Las Leyes integradas con modificaciones introducidas a la Ley 30/2007, son las siguientes: el Real
Decreto-ley 6/2010, de 9 de abril, de medidas para el impulso de la recuperación económica y el
empleo; el Real Decreto-ley 8/2010, de 20 de mayo, por el que se adoptan medidas extraordinarias
para la reducción del déficit público; la Ley 14/2010, de 5 de julio, de infraestructuras y los servicios
de información geográfica en España; la Ley 15/2010, de 5 de julio, de modificación de la Ley
3/2004, de 29 de diciembre, por la que se establecen medidas de lucha contra la morosidad en las
operaciones comerciales; la Ley 34/2010, de 5 de agosto, de modificación de las Leyes 30/2007, de
30 de octubre, de Contratos del Sector Público, 31/2007, de 30 de octubre, sobre procedimientos
de contratación en los sectores del agua, la energía, los transportes y los servicios postales, y
29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa para adaptación a
la normativa comunitaria de las dos primeras; la Ley 35/2010, de 17 de septiembre, de medidas
urgentes para la reforma del mercado de trabajo; la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de 4 de marzo, de
Economía Sostenible; el Real Decreto-ley 5/2011, de 29 de abril, de medidas para la regularización
y control del empleo sumergido y fomento de la rehabilitación de viviendas; la Ley 24/2011, de 1 de
agosto, de Contratos del Sector Público en los ámbitos de la Defensa y la Seguridad, y la Ley
26/2011, de 1 de agosto, de adaptación normativa a la Convención internacional sobre los
Derechos de las Personas con Discapacidad.



Por lo demás, como norma meramente refundidora, aunque de gran importancia en Sanidad, no
añade novedades, más allá de alguna precisión y adaptación de remisiones internas y otras normas
u organismos públicos que han cambiado de denominación o función.
 


